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refiere el apartado 1 de este artículo no determinará
la caducidad del procedimiento, que continuará has-
ta su terminación, pero producirá los siguientes
efectos respecto a las obligaciones tributarias pen-
dientes de liquidar:

a) No se considerará interrumpida la prescripción
como consecuencia de las actuaciones inspectoras
desarrolladas hasta la interrupción injustificada o
durante el plazo señalado en el apartado 1 de este
artículo.

En estos supuestos se entenderá interrumpida la
prescripción por la reanudación de actuaciones con
conocimiento formal del interesado tras la interrup-
ción injustificada o la realización de actuaciones con
posterioridad a la finalización del plazo al que se
refiere el apartado 1 de este artículo.

b) Los ingresos realizados desde el inicio del
procedimiento hasta la reanudación de las actuacio-
nes que hayan sido imputados por el obligado
tributario al tributo y periodo objeto de las actuacio-
nes tendrán el carácter de espontáneos a los efectos
del artículo 27 de la Ley 58/2003, General Tributaria.

Tendrán asimismo el carácter de espontáneos
los ingresos realizados desde el inicio del procedi-
miento hasta la primera actuación practicada con
posterioridad al incumplimiento del plazo de dura-
ción del procedimiento previsto en el apartado 1 de
este artículo y que hayan sido imputados por el
obligado tributario al tributo y periodo objeto de las
actuaciones inspectoras.

7. El incumplimiento del plazo de duración al que
se refiere el apartado 1 de este artículo determinará
que no se exijan intereses de demora desde que se
produzca dicho incumplimiento hasta la finalización
del procedimiento.

Artículo 23. Cómputo del plazo máximo de reso-
lución

1. A efectos de lo dispuesto en el artículo 104.2
de la Ley 58/2003, General Tributaria, se considera-
rán periodos de interrupción justificada y dilaciones
en el procedimiento por causa no imputable a la
Administración, los supuestos previstos en los artí-
culos 103 y 104 del Real Decreto 1065/2007, de 27
de julio, por el que se aprueba el Reglamento general
de las actuaciones y los procedimientos de gestión
e inspección tributaria y de desarrollo de las normas
comunes de los procedimientos de aplicación de los
tributos.

2. Los periodos de interrupción justificada y las
dilaciones por causa no imputable a la  Administra-
ción deberán documentarse adecuadamente para
su constancia en el expediente.

3. A efectos del cómputo del plazo de duración
del procedimiento, los periodos de interrupción
justificada y las dilaciones por causa no imputable
a la Administración se contarán por días naturales.

4. El obligado tributario tendrá derecho, a cono-
cer el estado del cómputo del plazo de duración y
la existencia de las circunstancias previstas
reglamentariamente, con indicación de las fechas
de inicio y fin de cada interrupción o dilación,
siempre que lo solicite expresamente.

5. Los periodos de interrupción justificada y las
dilaciones por causa no imputable a la Administra-
ción no impedirán la práctica de las actuaciones
que durante dicha situación pudieran desarrollar-
se.

Artículo 24. Trámite de audiencia previo a las
actas de inspección

1. Cuando la Inspección considere que se han
obtenido los datos y las pruebas necesarios para
fundamentar la propuesta de regularización o para
considerar correcta la situación tributaria del obli-
gado, se notificará el inicio del trámite de audiencia
previo a la formalización de las actas de conformi-
dad o de disconformidad.

2. En la misma notificación de apertura del
trámite de audiencia podrá fijarse el lugar, fecha y
hora para la formalización de las actas.

Artículo 25. Formalización de las actas

1. Concluido, en su caso, el trámite de audien-
cia, se procederá a documentar el resultado de las
actuaciones de comprobación e investigación en
las actas de inspección.

2. Las actas serán firmadas por el funcionario y
por el obligado tributario. Si el obligado no supiera
o no pudiera firmarlas, si no compareciera en el
lugar y fecha señalados para su firma o si se
negara a suscribirlas, serán firmadas sólo por el
funcionario y se hará constar la circunstancia de
que se trate.

De cada acta se entregará un ejemplar al
obligado tributario, que se entenderá notificada por
su firma. Si aquel no hubiera comparecido, las


